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El departamento del Chocó se encuentra ubicado 
en la esquina noroccidental de Colombia. Limita 
al norte con la República de Panamá y el mar 
Caribe; por el este con los departamentos de 
Antioquia, Risaralda y Valle del Cauca; por el sur 
con Valle de Cauca; y por el oeste con el océano 
Pacífico. Tiene una extensión de 46.530 km2 y se 
compone por cinco subregiones Darién, Atrato, 
Baudó, Litoral Pacifico y San Juan. 

 

COLOMBIA: Briefing Departamental 
Chocó, Enero a Junio de 2022 

Gobernador: William Darwin Halaby Palomeque (Encargado) 
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Población 

Total, población: 553.519 (2022).  
Cabecera: 242.265 (43,7%); resto: 311.254 (56,3%) 
Hombres: 272.826 (49,3%); mujeres: 280693 (50,7%) en 
2022 
Grupos étnicos: negro (a), mulato, afrocolombiano: 
422.308 (78,96%) en 2018; indígena: 68.415 (15%) en 
2018.1 
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Desplazamiento 
Forzado – 

(Expulsión) 

N° de afectados - Total: 492.986 (1985-2022) 

N° de afectados – Eventos masivos: 6.956 (2017); 2.370 
(2018); 12.434 (2019); 5.735 (2020),  14.776 (2021), 
3.506 (enero - junio 2022)3 

Víctimas de 
accidentes: 

Minas 
antipersonal y 

Municiones sin 
explotar 

(MAP/MUSE) 

Histórico (1990-2019): 166 (55% civiles/ 45% fuerza 
pública) (90% masculino/ 10% femenino)4 

2017: 7 (57% Civil/ 43% Fuerza Pública); 2018: 7 (71% 
Civil/ 29% Fuerza Pública); 2019: 10 (90% Civil/ 10% 
Fuerza Pública) 2020: 3  (100% Fuerza Pública) 2021: 28 
(64% Civil/36% Fuerza Pública) 
2022: 10 (90% Civil/ 10% Fuerza Pública)4 

Restricciones de 
Acceso y 

Limitaciones a la 
movilidad por 

Violencia Armada 

N° de afectados: 108.531 (2012-2019); 12.081 (2017); 
15.548 (2018); 25.47 (2019); 793 (2020), 7.814 (2021), 
263.912 (2022)5 

Confinamiento- N° de afectados: 123.519 (2014-2019); 

13.081 (2017); 15.548 (2018); 25.047 (2019); 29.312 

(2020), 47.006 (2021), 58.041 (2022) 5 

Desastres 
Naturales 

N° de afectados: 59.957 (2018); 81.187(2019); 

111.406 (2020), 45.029 (2021), 72.301 (2022)6 

Homicidios 
contra civiles 

N° de eventos: 81 (2012-2019); 24 (2017); 15 (2018); 26 

(2019); 3 (2020), 42 (2021), 29 (hasta junio 2022)2 

Amenazas 
N° de eventos: 234 (2012-2019); 42 (2017); 36 (2018); 50 

(2019); 67 (2020), 76 (2021), 34 (hasta junio 2022)2 

Ataques contra la 
población civil 

N° de eventos: 508 (2012-2019); 100 (2017); 70 (2018); 

108 (2019); 150 (2020) 137 (2021), 66 (hasta junio 2022)2 

Acciones 
Armadas 

N° de eventos:  376 (2012-2019); 56 (2017); 61 (2018); 63 

(2019); 58 (2020), 55 (2021), 44 (hasta junio 2022)2 

 

 
 
 
 

1 DANE: Proyecciones de población por área y sexo 2018-2023. Reporte: 12 junio 2020. 2 OCHA: Cifras Consolidadas situación. Monitor, Fecha de corte junio 2022 3 UARIV, corte a 30 de junio. 
4Descontamina Colombia. Datos abiertos. Base de datos víctimas MAP/ MSE: Fecha de corte: junio 2022.  5 OCHA: Impacto y tendencias humanitarias en Colombia 2021 - Fecha de corte: enero - diciembre 
de 2021. Fecha de publicación: 8 de febrero de 2022.6 OCHA: Informe Tendencias e Impacto humanitario en Colombia 2022 - Fecha de corte: enero - junio de 2022 - Fecha de publicación: 28 de julio de 
2022 
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MENSAJES CLAVES 

• El deterioro de la situación humanitaria en el departamento del Chocó desde mediados del 2021 y el primer semestre del 
2022 puede ser explicado desde dos dinámicas paralelas, por una parte, como producto de los proyectos de expansión-
unificación y consolidación progresiva de dos Grupos Armados No Estatales (GANE1 y GANE21) por el control de las 
rutas para el tráfico de estupefacientes/madera/personas, áreas de producción y procesamiento de pasta de coca y 
minería ilegal; y por otra parte, desde la ruptura del pacto de no agresión que mantenían las facciones de ambos GANE 
ubicadas en la subregión del San Juan -sur del departamento- a partir de la muerte de alias “Uriel” (comandante político 
del Frente de Guerra Occidental -FGO- del GANE2) en octubre del 2020 y la muerte de alias “Fabián” (comandante 
operativo y cabecilla del FGO) en septiembre del 2021.  

• El departamento del Chocó observa un creciente deterioro de la situación humanitaria y un incremento en las afectaciones 
de población afrodescendiente e indígena (Wounaan y Emberá), especialmente en mujeres, niñas y niños, no solo por 
el incremento de la violencia armada en el territorio, sino además por escenarios de doble y triple afectación, por 
inundaciones cíclicas en municipios como Quibdó, Medio Atrato, Bajo Baudó, San José del Palmar, Riosucio y Nóvita. 
Adicional a estas dinámicas también se encuentran los flujos mixtos extracontinentales que tienen sus rutas de tránsito 
tanto a través de los municipios del pacífico chocoano (Nuquí, Bahía Solano y Juradó) como en el trayecto de Necoclí 
(Antioquia) - Acandí/Capurganá hacia el tapón del Darién; ambas rutas, desde su inicio en departamentos como Nariño, 
Putumayo o Norte de Santander evidencian, entre otros riesgos, el reclutamiento y uso de migrantes, personas con 
necesidad de protección internacional y refugiados para el paso de estupefacientes hacia Panamá. 

• Frente a los escenarios de riesgo para resto del 2022, se encuentra la lenta expansión e incursión de un GANE32 con 
presencia en municipios de la subregión del San Juan, que estaría generando alianzas temporales con alguno de los 
GANE que se disputan el territorio. De igual forma, el “Plan Pistola” del GANE1 que inicia luego de la extradición de alias 
“Otoniel” contra miembros de la Fuerza Pública (FF.PP) ha llevado a nuevas emergencias en municipios como Riosucio, 
y acciones armadas en Río Quito y Bajo Baudó. El Sistema de Alertas Temprana (SAT) de la Defensoría del Pueblo ha 
emitido una Alerta de inminencia en el 2022 para los municipios de Bahía Solano y Nuquí (AT N° 017-22) denunciando 
sobre los riesgos de desplazamiento, confinamiento, homicidios selectivos, violencias basadas en género, accidentes 
con Minas Antipersonal (MAP) y Municiones sin explotar (MSE), y reclutamiento de menores por la incursión del GANE2 
a estos municipios que tienen control hegemónico del GANE1. 

I. CONTEXTO HUMANITARIO Y RETOS 

  1. Desplazamiento Forzado3 

Durante el primer semestre del 2022, el monitoreo del Equipo Local de Coordinación (ELC) del Chocó identificó 21 eventos 
de desplazamiento masivo de aproximadamente 3.821 personas víctimas4. Chocó, es el cuarto departamento con mayor 
número de víctimas por este hecho victimizante después de Nariño, Valle del Cauca y Risaralda5; esto significa un 
incremento del 181 por ciento frente al 2021. El 45 por ciento de las víctimas son afrodescendientes y el 25 por ciento 
poblaciones indígenas6. Se resalta que alrededor de 3.506 personas se desplazaron individualmente según la Unidad para 
la Atención y Reparación Integral de Víctimas (UARIV)7, de éstas, 1.140 (33%) son mujeres, 895 (26%) hombres y 6 
personas se identifican con orientaciones sexuales e identidades de género diversas (LGTBIQ+). De igual manera, 1.465 
personas desplazadas son niños, niñas y adolescentes entre los 0 y 17 años (42% del total). Al analizar esta información 
según la etnia, las principales víctimas pertenecen a comunidades afrocolombianas 2.350 (67%), seguido de las 
comunidades indígenas 481 (14%). Las principales causas de los desplazamientos forzados son enfrentamientos entre 
GANE, amenazas, riesgo de reclutamiento, uso y utilización, y homicidios selectivos.  

Cabe destacar que el incremento en los desplazamientos ha tenido lugar principalmente en la subregión del San Juan, 
desde la incursión del GANE1 en varios municipios de esta zona que ha sido históricamente controlada por el GANE2 y 
que actualmente es escenario de disputa por el control de rutas y rentas de la minería ilegal. Es menester resaltar que en 
los municipios de Istmina y Medio San Juan es donde se han presentado la mayor recurrencia de desplazamientos masivos 
(8 de 21 eventos totales) y donde se concentran el 40 por ciento de las víctimas (1.623) en el departamento. A la fecha, 
del total de desplazamientos solo el 39 por ciento han finalizado y uno de ellos ha cumplido con los principios de 

 
1 Autodefensas Gaitanistas de Colombia/Clan de Golfo (AGC)(1) y Ejército de Liberación Nacional (ELN) (2) 
2 Disidencias de las FARC (3) 
3 Según lo contemplado en la Ley de Víctimas 1448 de 2011, es el desplazamiento conjunto de diez (10) o más hogares, o de cincuenta (50) o más personas (ver enlace) 
4 Monitor OCHA, Corte 30 de junio de 2022 
5 Monitor.salahumanitaria.co 
6 Monitor OCHA, Corte 30 de junio de 2022 
7 Corte 30 de junio de 2022, https://www.unidadvictimas.gov.co/es/planeacion-y-seguimiento/publicacion-de-datos-abiertos/161 

https://alertasstg.blob.core.windows.net/alertas/017-22.pdf
https://www.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/documentosbiblioteca/glosario.pdf
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voluntariedad, dignidad y seguridad. Bajo esta lógica, el 63 por ciento de los desplazamientos han sido entre 
veredas/comunidades y un 37 por ciento hacia cabeceras municipales o ciudades de otros departamentos. Si bien, en 
todas las emergencias de desplazamiento tanto entidades territoriales como organizaciones humanitarias han logrado 
apoyar en gran medida la respuesta multisectorial, preocupan diversos aspectos: la falta de infraestructura en albergues 
temporales y atención en las cabeceras municipales que resulta en el incremento de riesgos en salud, protección, 
violencias basadas en género y saneamiento básico; la invisibilización de desplazamientos individuales que ha llevado a 
la desaparición de comunidades enteras como ocurre en los municipios de Bojayá y Alto Baudó, y la tendencia de 
recurrencia de desplazamientos por la presencia activa de los actores armados en la zona como es el caso de la comunidad 
de Negría (Istmina) que ha registrado tres desplazamientos en seis meses del 2022.  

 2. Confinamiento y Acceso Humanitario8 

Entre enero y junio del 2022 se registraron 59.101 víctimas por confinamiento9, siendo el Chocó el departamento con más 
víctimas por confinamiento en el país (85 por ciento) y casi triplicando el número de víctimas frente al 2021. Al menos 
131.765 personas de 12 municipios mantienen restricciones de movilidad que han reducido considerablemente el acceso 
de la población a los servicios de alimentación, educación y salud con un alto riesgo de convertirse en confinamientos si 
continúan las disputas actuales. Dichos confinamientos se caracterizan por un preocupante aumento de la contaminación 
por MAP en todos los municipios confinados -destacando que hay presunta contaminación por MAP en 27 de los 30 
municipios del Chocó10- cerca de escuelas, cultivos de alimentos y puntos de tránsito de civiles. Los enfrentamientos y 
combates entre los GANE y contra las fuerzas militares del Estado dentro y en los alrededores de las comunidades, con 
una duración de hasta una semana, aumentaron en un 80 por ciento durante el primer trimestre de 2022. La tendencia al 
aumento del impacto de los confinamientos se relaciona con una estrategia de invisibilización por parte de los GANE. La 
mayoría de las comunidades reportan estar en un nuevo confinamiento hasta tres veces en un año y, en cada nueva 
emergencia el número de comunidades afectadas aumenta al no existir presencia permanente del Estado (seguridad, 
salud o educación). El 17 por ciento de las emergencias aún no cuentan con declaración, lo que indicaría retrasos en el 
reconocimiento del hecho victimizante y en la consecución de apoyos por parte de la UARIV y otras estancias que deben 
complementar la respuesta municipal. 

 3. Minas Antipersonal (MAP) y Municiones Sin Explotar (MSE) y Explosivos Remanentes de 
Guerra (ERG): 

De acuerdo con Oficina del Alto Comisionado para la Paz – Descontamina Colombia y UNMAS, en el 2022 se reportaron 
cuatro accidentes por MAP y MSE donde resultaron afectados tres civiles (indígenas) de los municipios de Istmina, Bajo 
Baudó y Alto Baudó. La mitad de los incidentes con MAP (5 de 10) se reportaron en el municipio de Alto Baudó, seguido 
del Litoral del San Juan, Lloró, San José del Palmar, Riosucio y Nóvita. Se conoce que, en los municipios donde los GANE 
tienen intereses para el desarrollo de sus actividades ilícitas dentro de las economías ilegales realizan instalación de MAP 
como estrategia de guerra para atacar a la FF.PP. o enfrentar a otro GANE. De igual forma, la instalación de MAP/MSE 
se configura como la causa principal para la prolongación de los confinamientos, pues los accidentes registrados se 
relacionan con la instalación de artefactos explosivos en cultivos, cementerios, zonas de tránsito y escuelas, restringiendo 
el acceso absoluto a medios de subsistencia, servicios de salud, educación y protección. A corte del 30 de junio de 2022, 
de los 30 municipios con sospecha de presencia de MAP -esto es 94 por ciento del departamento-, cuatro están siendo 
intervenidos o asignados a operadores de desminado humanitario11. La intervención de Educación en el Riesgo de Minas 
(ERM) se concentró en los municipios con alta afectación, es decir, en los municipios Tipología I, de los cuales en el Chocó 
existen siete (Acandí, Unguía, Bagadó, Cértegui, El Carmen de Atrato, Quibdó y Tadó) y uno de tipología III (Bajo Baudó) 
donde a nivel de intervención se han llevado a cabo 92 actividades y se han reportado 2.810 beneficiarios en los primeros 
seis meses del 2022. Dado que en el departamento solo una Organización No Gubernamental (ONG) realiza desminado 
humanitario y existen dificultades de consolidación de desminado militar, la ERM es un mecanismo de mitigación frente a 
los hechos referentes a MAP-MSE en el departamento. 

 4. Niños, Niñas, Adolescentes y Jóvenes en el conflicto armado 

Según el Observatorio de Niñez y Conflicto Armado de la Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al 
conflicto armado en Colombia (COALICO)12 , en el primer semestre de 2022 Chocó fue el quinto departamento13 con mayor 
número de eventos que afectaron de manera directa a niñas, niños y adolescentes; con un total 12 eventos que marcan 
un aumento del 33 por ciento comparado con el 2021. Estos eventos responden a la categorización que realiza el 

 
8 Según lo contemplado en la Ley de Víctimas 1448 de 2011, es la conducta dirigida contra la población civil y que implica la restricción de la movilidad de un sujeto o un grupo por una zona geográfica específica 
causado por amenazas de grupos ilegales, situación que acarrea la falta de acceso a bienes indispensables para la supervivencia personal 
9 Monitor.salahumanitaria.co 
10 DESCONTAMINA COLOMBIA, https://ergit.presidencia.gov.co/arcpre/apps/sites/#/descontamina-colombia-1-2 
11 Secretaria Grupo de Acción Integral contra Minas Antipersonal de la presidencia de la República 
12 https://coalico.org/publicaciones/boletin-onca/boletin-de-monitoreo-n-27-ninez-y-conflicto-armado-en-colombia/ 
13 después de Cauca, Norte de Santander, Valle del Cauca y Arauca 
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Mecanismo de Reporte y Monitoreo realizado en el marco de la Resolución 1612 del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas sobre la participación de niños y niñas en el marco de los conflictos armados. De las ocho categorías tipificadas se 
encuentran en el departamento del Chocó: ataques y ocupación de escuelas, hospitales y otros bienes civiles (un caso); 
bloqueo de suministros y servicios básicos (dos eventos, siendo Chocó el departamento que contiene el mayor número de 
eventos en esta categoría después de Antioquia); desplazamiento forzado y refugio (dos eventos); vinculación y 
reclutamiento de niños, niñas y adolescentes registra tres eventos; cuatro eventos relacionados con el uso de niños, niñas 
y adolescentes (campañas cívico militares), violaciones e infracciones al derecho a la libertad sexual y violaciones e 
infracciones contra el derecho a la vida e integridad personal (siendo el segundo departamento con mayor afectación en 
Colombia). Se resalta que, en el mes de abril un adolescente de 14 años fue víctima de una mina antipersonal en el 
municipio de Sipí. 
 
En varios municipios del Chocó se ha identificado una afectación contra escuelas y hospitales, ante los continuos atentados 
por parte de los diferentes GANE, sin embargo, el nivel de registro de estos hechos es muy bajo. Los atentados están 
relacionados con amenazas directas contra docentes y personal sanitario que resultaron en la suspendieron las clases y 
restricción de acceso a servicios médicos. Los paros armados y el plan pistola14 generaron suspensión en la prestación 
del servicio educativo. En municipios como Quibdó y Medio Baudó hubo instalación de artefactos explosivos y cruce de 
disparos en inmediaciones de las instituciones educativas. En Bojayá se registró la muerte de un menor de edad que no 
logró acceder a suero antiofídico por restricciones de movilidad por los GANE en su traslado a un centro hospitalario de 
mayor complejidad.  
 
Dentro de las comunidades indígenas se ha denunciado el aumento de suicidios para evitar el reclutamiento, uso y 
utilización de los GANE15, principalmente en mujeres jóvenes y adolescentes; entre las causas se asocia la presencia 
continua de los GANE durante largos períodos de confinamiento. Por otro lado, es importante destacar que el 
reclutamiento, uso y utilización por parte de los GANE se vuelven más llamativo, ante la presión y/o por el ofrecimiento de 
dinero vinculado a la falta de oportunidades de educación y/o uso del tiempo libre que brinda el Estado hacia los niños, 
niñas y adolescentes. Así mismo, la violencia sexual está precedida por una normalización de las uniones tempranas y el 
matrimonio infantil, incluso con miembros de los grupos armados. Preocupan especialmente los municipios de Bajo Baudó, 
Alto Baudó, Nóvita, Bojayá, Nuquí y San José del Palmar, donde se han evidenciado un gran número de casos de 
reclutamiento, utilización y violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes, y el municipio de Quibdó donde existen 
altos niveles de uso y vinculación de niños, niñas y adolescentes para actividades extorsivas, tráfico de sustancias 
psicoactivas, vigilancia, sicariato y crecientes cifras de homicidios de jóvenes y adolescentes.  

 

 5. Mujeres y Niñas ante la discriminación y violencia basada en género (VBG) 

Durante el primer semestre del 2022, la UARIV16 identifico 12 delitos contra la libertad y la integridad sexual en el marco 
del conflicto armado. Es importante señalar que en el departamento del Chocó, durante este periodo se ha identificado 
que la convivencia con los GANE y la actividad de economías ilícitas (cultivos y minería) aumenta los riesgos de protección 
de forma desproporcionada para mujeres, especialmente niñas y adolescentes indígenas/ afrodescendientes, en donde 
se resalta la explotación, abuso y violencia sexual que perpetran los GANE a través del reclutamiento de mujeres y niñas, 
o en los confinamientos donde el control y las demandas sobre la población civil se ejercen con mayor violencia. Los 
confinamientos y las restricciones de movilidad aumentan las dificultades para acceder a medios de vida, servicios de 
salud, educación y agua segura, lo que genera un impacto diferencial para poblaciones más vulnerables como las jefas de 
hogar, niñas y niños, mujeres gestantes y comunidades indígenas.17 
 
En este contexto, Chocó se posiciona como el territorio con la mayor tasa de mortalidad materna con 173 casos 
aproximadamente para el 202218 y con mayor proporción el embarazo en adolescentes y embarazo en niñas, alertando 
sobre la vulneración de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. En especial se ha identificado el 
desplazamiento de mujeres gestantes, lactantes y jefas de hogar a lugares de alojamiento temporal inseguros 
(asentamientos), carentes de artículos de higiene y aseo. Según cifras del Observatorio Nacional de Violencias de 
Género19, en el departamento de Chocó se registraron 233 casos de violencia sexual para 2021. Del total, 103 
corresponden a menores de 18 años. Además, para el primer semestre del 2022, el Observatorio ha registrado al menos 
72 eventos por violencia sexual (cifras que cuentan con un importante subregistro20). También, se profundizaron las 

 
14 El “plan pistola” es una estrategia de acciones armadas por parte de los Grupos Armados No Estatales (GANE) para atacar direc tamente a la Fuerza Pública (Ejercito, Policía, Armada), que generan 
indirectamente afectaciones a la población civil.  
15 https://www.eltiempo.com/colombia/otras-ciudades/denuncian-que-jovenes-en-choco-se-suicidan-para-evitar-reclutamiento-660434 
16 Corte de 30 de junio, https://www.unidadvictimas.gov.co/es/planeacion-y-seguimiento/publicacion-de-datos-abiertos/161 
17 https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitarianresponse.info/files/documents/files/29082022_alerta_por_situacion_humanitaria_aumento_de_vbg_en_choco_vf.pdf 
18Casos de Mortalidad Materna estimada por cada 100.000 nacidos vivos, 
https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitarianresponse.info/files/documents/files/29082022_alerta_por_situacion_humanitaria_aumento_de_vbg_en_choco_vf.pdf 
19 https://www.sispro.gov.co/observatorios/onviolenciasgenero/Paginas/home.aspx 
20 Grupo Temático de Género, ELC Chocó 
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acciones de discriminación y estigmatización contra las personas con orientaciones sexuales e identidades de género 
diversas (LGBTIQ+), quienes experimentaron y denunciaron violencia física, verbal, psicológica y sexual dentro y fuera de 
sus hogares durante la pandemia. Las mujeres indígenas han sufrido situaciones de violencia sexual, en especial cuando 
realizan las labores de campo. Se ha estimado que, en 2022, 82.000 mujeres, adolescentes y niñas estarán expuestas a 
riesgos catastróficos (35.970 - 43,8%), extremos (44.930 - 54,7%), y severos de VBG, especialmente en las regiones del 
Baudó, San Juan, Istmina y Bojayá21. 
 

 6. Comunidades étnicas 

Chocó es uno de los departamentos con mayor población étnica, donde los pueblos indígenas y afrodescendientes 
constituyen el 10 y 85 porciento respectivamente.22 El 96 por ciento de la superficie departamental está constituida por 
territorios colectivos de comunidades afrodescendientes y resguardos de indígenas Embera (Katío, Chamí y Dóbida), 
Wounaan y Tule.23 Hasta el momento se han constituido 59 Consejos Comunitarios Mayores y 120 Resguardos Indígenas. 
En el primer semestre de 2022, al menos 21.411 personas pertenecientes a comunidades étnicas afro (35 por ciento) y 
39.700 personas indígenas (65 por ciento) fueron víctimas del conflicto armado. Los hechos victimizantes generados por 
estas dinámicas tienen un impacto profundo y desproporcionado en estas comunidades dadas las particularidades 
culturales que definen su relación y cosmovisión con el territorio, generando quiebres en sus estructuras organizativas 
comunitarias. A esto se suman las dificultades técnicas, económicas y logísticas que presentan los municipios para 
gestionar las emergencias de las poblaciones étnicas, dado que su capacidad de respuesta institucional es desbordada 
por la recurrencia de emergencias causadas por la violencia y el conflicto armado. El Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos24 ha documentado en 2022 al menos tres homicidios a líderes y lideresas sociales en 
los municipios de Litoral del San Juan, Medio San Juan e Istmina y múltiples amenazas individuales a las juntas directivas 
de los Consejos Comunitarios Locales y a las autoridades tradicionales indígenas perpetradas por los GANE como método 
de intimidación a las comunidades, suplantación de la autoridad y como forma de control de las comunidades.  

  7. Ataques contra Civiles 

Entre enero y junio del 2022, se registraron 50 eventos relacionados con amenazas colectivas e individuales (amenazas 
directas, panfletos, grafitis, toques de queda e instalación de banderas alusivas a los GANE)25, 11 casos de secuestro y 
dos eventos de desaparición forzada. Sobre esto último, el primer caso se registró en límites entre Sipí y Nóvita donde 
cuatro comerciantes fueron secuestrados y el segundo en el Bajo Baudó, donde miembros de un GANE se llevaron a tres 
jóvenes indígenas y un hombre afrodescendiente. En ambos casos se presume la muerte de las personas desaparecidas, 
sin embargo, no se han establecido oficialmente sus muertes. La Defensoría del Pueblo mediante el Sistema de Alertas 
Tempranas (SAT) y la sociedad civil, han realizado constantes denuncias frente a casos de victimización hacia perfiles 
poblacionales específicos como docentes, comerciantes, servidores públicos/as, autoridades étnico – territoriales, 
afrocolombianos e indígenas, defensoras de Derechos Humanos, líderes/sas sociales y personas en proceso de 
reincorporación. Esta situación se configura como un panorama preocupante en materia de vulneraciones a los DD.HH. y 
al DIH por parte de actores estatales y no estatales, donde se resalta también la necesidad de dar cumplimiento a los 
compromisos sociales y políticos con las comunidades y excombatientes. Al respecto, se suman situaciones como el bajo 
nivel de denuncias sobre amenazas debido al fuerte control social por parte de los grupos armados, que a su vez limita el 
registro y gestión pertinente de los casos, limitaciones por parte de algunas entidades en procesos clave como la 
verificación de las emergencias, atención humanitaria, toma de declaraciones, entre otros, y la estigmatización de líderes 
y lideresas que conlleva a un incremento de riesgos en materia de protección. Desde el 2018, las cifras de homicidio han 
venido aumentando progresivamente en el municipio de Quibdó; mientras que en el 2018 la cifra total de homicidio fue de 
72, para el 2021 la cifra superó los 150 casos; en su mayoría las víctimas son hombres jóvenes menores de 25 años. 

 

  8. Desastres Naturales 

Para el primer semestre del 2022, la Unidad Nacional para la Gestión de Riesgos y Desastres (UNGRD) registró 72.301 
personas damnificadas en 10 emergencias por desastres en el departamento del Chocó, principalmente por inundaciones, 
movimientos en masa y vendavales, afectando mayoritariamente a los municipios de Bojayá, Carmen del Darién, Bagadó, 
Acandí, Atrato, Medio Atrato y Riosucio. Se evidenció el primer pico de la emergencia en el mes de enero, donde la mayoría 

 
21 Grupo Temático de Género, ELC Chocó 
22 https://colombia.lutheranworld.org/es/content/choco-derechos-territoriales-etnias-y-paz-36-1 
23 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/planes-departamentos-ciudades/211109-Pueblos-indigenas-CHOCO.pdf 
24 https://www.hchr.org.co/wp/wp-content/uploads/2022/07/06-30-2022-Homicidios-de-personas-defensoras-de-DDHH.pdf 
25 Monitor, corte 30 de junio, https://monitor.salahumanitaria.co/ 
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de los municipios que fueron afectados en la ola invernal de noviembre del 2021 sufrieron nuevas inundaciones. 

Posteriormente, entre abril y junio más de 18.000 personas de los municipios de Medio Atrato, Carmen del Darién, Acandí 

y Riosucio resultaron damnificadas por la temporada de lluvias, resultando en impactos en vías principales y secundarias, 
puentes, viviendas averiadas, infraestructura educativa colapsada y pérdidas masivas en cultivos de pancoger. Preocupa 
que la mayoría de los municipios con afectaciones continuas por inundaciones sufren una doble afectación por 
confinamientos y/o desplazamientos. Esto se puede observar en sectores como la seguridad alimentaria y nutricional, 
donde los efectos de las inundaciones deterioran el terreno cultivable por al menos seis meses, a lo que se suma en 
algunos casos la instalación de MAP/MUSE o las restricciones de movilidad impuestas por los GANE, afectando 
completamente el acceso a la principal actividad de auto sostenimiento de las comunidades y resultando a su vez en la 
disminución de alimentos que en un mediano plazo, lleva a enfermedades relacionadas a la falta de macronutrientes que 
afectan especialmente a niños y niñas menores de cinco años, mujeres gestantes y lactante. Se evidencia la necesidad 
de fortalecer los mecanismos de información y registro, teniendo en cuenta un enfoque diferencial (etario, género y étnico) 
con el fin de articular decisiones asertivas en el marco de la gestión de riesgo de desastres naturales. 

  9. Reincorporación de excombatientes de las antiguas FARC-EP 

En lo que llevamos de 2022, las autoridades no han registrado ningún homicidio de personas en proceso de reincorporación 
(PPR) en el Chocó, aunque éstas sí han denunciado tres tentativas de homicidio, todas ellas ejecutadas en Quibdó. 
Adicionalmente, los firmantes de paz han denunciado 10 amenazas de muerte, de las cuales al menos 6 terminaron en 
desplazamientos forzados fuera del departamento del Chocó, incluyendo a sus núcleos familiares. En ese aspecto, en 
2021 y en lo que llevamos de 2022, la Misión de Verificación (UNVMC) ha podido identificar en la subregión del San Juan 
dos desplazamientos forzados de personas en proceso de reincorporación indígenas y sus familias en el Medio San Juan, 
y otras tres personas afectadas por confinamientos en Nóvita, Bajo Baudó y Litoral del San Juan. En 2022, Quibdó, San 
José del Palmar, Medio Atrato, Medio San Juan y el Bajo Atrato son las zonas con mayores afectaciones de Derechos 
Humanos contra los firmantes de paz.  

Durante 2022, se registraron 278 Personas en Proceso de Reincorporación (PPR) en el departamento del Chocó (231 
hombres y 47 mujeres). El departamento cuenta con 13 proyectos productivos activos que continúan presentando desafíos 
debido principalmente a los altos cobros de servicios públicos y las extorsiones. Se han observado obstáculos a las 
personas que han optado por la modalidad de proyectos productivos por no contar con los requisitos de escolaridad 
exigidos por la modalidad. En materia de educación, se han registrado avances con la implementación de nuevas 
estrategias de estudio presenciales en zonas alejadas y de difícil conectividad; y también retos frente a la incorporación 
de las lenguas propias de las etnias indígenas en los procesos educativos. Para prevenir la violencia contra las PPR, 
resulta fundamental que las autoridades locales y departamentales, la Agencia para la Reincorporación y la Normalización 
(ARN), la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría, la Subdirección Especializada de Seguridad y Protección (SESP), Unidad 
Nacional de Protección y la Unidad Especial de Investigación (UEI) coordinen acciones interinstitucionales para una 
efectiva implementación de las hojas de ruta de prevención, protección y de atención a la Ley de víctimas 1448. Uno de 
los principales retos identificados por la Misión de Verificación (UNVMC) es que las entidades del Estado asistan y 
reconozcan las infracciones al DIH ejercidas por lo grupos al margen de la ley contra los firmantes de paz y que esos 
hechos puedan ser denunciados e investigados por la fiscalía general de la Nación.  

  COORDINACIÓN: EQUIPO LOCAL DE COORDINACIÓN (ELC) 

El Equipo Local de Coordinación de Chocó es uno de los más grandes en Colombia con 29 organizaciones activas, de las 
cuales 12 corresponden a agencias, fondos y programas de Naciones Unidas, la Misión de Verificación de la ONU en 
Colombia (UNVMC), 10 ONG Internacionales, 3 ONG nacionales y 3 observadores. Se destaca la coordinación para 
generar atención integral y complementaria, considerando las debilidades institucionales de respuesta en especial en los 
sectores de seguridad alimentaria y nutricional (SAN), salud, educación en emergencias y protección. Se promueve la 
interlocución con entes como los Consejos Comunitarios, las Organizaciones Indígenas, Organizaciones Sociales, la 
Iglesia, la Unidad de Atención y Reparación Integral para las Víctimas (UARIV), el Comité Departamental para la Gestión 
del Riesgo de Desastres (CDGRD), Defensoría del Pueblo Regional Chocó y la Gobernación del Chocó, para facilitar la 
coordinación y las acciones complementarias que respondan a los vacíos identificados en la respuesta. El liderazgo 
humanitario se encuentra a cargo de OCHA y el liderazgo de desarrollo y construcción de paz a cargo del WFP, con apoyo 
de la Gestora de información de OCHA para el abordaje de las diferentes temáticas. 

 

 

 

https://www.humanitarianresponse.info/ru/operations/colombia/document/actualizaci%C3%B3n-no-2-alerta-de-situaci%C3%B3n-humanitaria-inundaciones-en-los
https://www.humanitarianresponse.info/sites/www.humanitarianresponse.info/files/documents/files/05072022_alerta_emergencia_por_inundaciones_choco_vf.pdf
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1. Presencia operativa del ELC Chocó 
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FAO, 
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OPS/OMS, 

HAI, FUPAD 

OPS/OMS, 
UNICEF, 
ACNUR 
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ar, CRC, 
MDM – F, 

UNFPA, HAI 
y CICR 

ACNUR, FLM, UNDP, 
OACNUDH, UNMAS, 

WFP, OCHA, UNICEF, 
FAO, ONUW, UNVMC, 

NRC, FUPAD, HA, 
SWEFOR, CICR, CRC, 
CODHES, MAPP-OEA, 

UNFPA 

UNICEF, NRC, 
OPS/OMS, HAI, 

CP&D 

WFP, UNDP, FAO, 
CICR, ACNUR, 

UNVMC, OACNUDH, 
FLM y MAPP-OEA 

PAZ DESARROLLO 

 
UNVMC, PNUD, ACNUR, HI, MAPP-OEA WFP, UNDP, FAO, ACNUR, UNVMC, OACNUDH, FLM y HI 

Para más información sobre este producto, contacte a:  
Líder Humanitario: diana.cadena@un.org 
Líder Paz y Desarrollo: alejandro.bernal@wfp.org 
Gestora de Información: alejandra.jimenez@un.org 

Visite: www.unocha.org/colombia - www.reliefweb.int - https://www.humanitarianresponse.info/es/operations/colombia  

https://unitednations-my.sharepoint.com/personal/alejandra_jimenez_un_org/Documents/OCHA/OCHA%202021/Attachments/www.unocha.org/colombia
http://www.reliefweb.int/
https://unitednations.sharepoint.com/sites/OCHAColombia/OCHA_COLOMBIA/OCHA%20UNIDADES/ANALISIS/REPORTING/Diseño_grafico/032%20Enero%2022/Formatos_OCHA/Assets/Productos%20Públicos%20Emergencias/SitReps/www.humanitarianresponse.info/es/operations/colombia

